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PROPUESTA DE MODIFICACIÓN LEGAL EN RELACIÓN CON LA APLICACIÓN A FINES SOCIALES DE LOS SALDOS DE CUENTAS DURMIENTES Y CUENTAS BLOQUEADAS
Por noticias de prensa
, se ha conocido que "cientos de miles de cuentas bancarias han sido bloqueadas o canceladas en España por parte de los bancos porque sus titulares no han presentado su DNI o pasaporte. El pasado 18 de julio, El País informaba de que más de un millón de titulares habían visto congelados sus ahorros en cumplimiento de la normativa contra el blanqueo de capitales, que desde 2014 obliga a identificar con un documento legal vigente y digitalizado a todos aquellos que tengan una cuenta en una entidad bancaria española".
Este asunto procede de la aplicación de la Ley 10/2010 sobre prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, que impone a las entidades de crédito la obligación de identificar a todos sus clientes y personas con las que mantengan relaciones de negocio o realicen cualesquiera operaciones. Hasta el 30/4/2015 los titulares de las cuentas pudieron regularizar la situación de su cuenta, aportando el documento nacional de identidad (DNI) u otro documento oficial acreditativo de la identidad, ya que en esa fecha finalizó el plazo que dio la Lay para identificarlos.

Hay que tener en cuenta que la respuesta ante la falta de identificación de los titulares de las cuentas es el bloqueo y no la cancelación (esta solo se produce cuando no hay saldo). Por ello, habrá que esperar los veinte años establecidos en el artículo 18 de la  Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, para que los saldos de las cuentas puedan ingresarse en la AGE para el destino previsto en la Ley.

El tratamiento de una cuenta bloqueada es el mismo que el de una cuenta "durmiente". Mientras está bloqueada, el titular puede llegar a cumplir con el requisito de identificación (aportación DNI etc.) y volver a estar operativa la cuenta. Y, en caso contrario, pasar a ingresarse en el tesoro público de la AGE.
Justificación de la propuesta
El plazo de 20 años que ha de transcurrir una cuenta, bien sin actividad o bien bloqueada por falta de identificación de su titular, para poderse transferir su saldo al destino previsto en la Ley, nos parece excesivamente prolongado. Hay que tener en cuenta que la cancelación de una cuenta en esos supuestos se produce tras muchos intentos de notificación fallido a los interesados. Igualmente, en el caso de la falta de identificación, se producen numerosas gestiones de las entidades bancarias, muchas veces infructuosas, por las muy diversas razones que puedan existir para que se produzcan estas situaciones.
La legislación comparada avala la conveniencia de reducir este plazo, En Italia, por ejemplo, es de 10 años. En el Reino Unido se deja libertad a los bancos para que sean ellos los que fijen el plazo, que normalmente es de entre uno y tres años.

Así pues, la propuesta es poder agilizar la asignación de los saldos de cuentas durmientes, por inactividad o por haber sido bloqueadas debido a la falta de identificación, al fin previsto en nuestra normativa. La Ley 18/2015, de 9 de julio, por la que se modifica la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información del sector público, publicada hoy en el Boletín Oficial del Estado, reforma en un punto la Ley de Patrimonio de las Administraciones Públicas, aprobada en 2003, para que lo ingresado por el Estado como consecuencia de los saldos y depósitos abandonados en bancos y establecimientos financieros se destine a ayudas educativas a personas con discapacidad.

Propuesta normativa

El artículo 18 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, queda redactado de la siguiente manera:

1. Corresponden a la Administración General del Estado los valores, dinero y demás bienes muebles depositados en la Caja General de Depósitos y en entidades de crédito, sociedades o agencias de valores o cualesquiera otras entidades financieras, así como los saldos de cuentas corrientes, libretas de ahorro u otros instrumentos similares abiertos en estos establecimientos, respecto de los cuales no se haya practicado gestión alguna por los interesados que implique el ejercicio de su derecho de propiedad o haya sido bloqueada por no haberse identificado debidamente su titular, en el plazo de cinco años.

2. El efectivo y los saldos de las cuentas y libretas a que se refiere el apartado anterior se destinarán a financiar programas dirigidos a promover la mejora de las condiciones educativas de las personas con discapacidad en la forma prevista en la disposición adicional vigésima cuarta.

3. La gestión, administración y explotación de los restantes bienes que se encuentren en la situación prevenida en el apartado 1 de este artículo corresponderá a la Dirección General del Patrimonio del Estado, la cual podrá enajenarlos por el procedimiento que, en función de la naturaleza del bien o derecho, estime más adecuado, previa justificación razonada en el respectivo expediente.

4. Las entidades depositarias estarán obligadas a comunicar al Ministerio de Hacienda la existencia de tales depósitos y saldos en la forma que se determine por orden del Ministro titular de este Departamento.

5. En los informes de auditoría que se emitan en relación con las cuentas de estas entidades se hará constar, en su caso, la existencia de saldos y depósitos incursos en abandono conforme a lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo.
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